
Experto advierte que “el sistema (de depreciación) está desfasado 

por decisiones administrativas”, afectando la base del tributo.

A inicios
del próxi-
mo año el
SII deberá
publicar la
actualiza-
ción de las
tasaciones
de propie-
dades.
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En el debate de los altos
montos y la falta de
transparencia en el
cálculo de las contribu-

ciones, han surgido varias pro-
puestas para perfeccionar la defi-
nición del cobro. Entre ellas están
la revisión de las tasaciones hasta
el rediseño del gravamen. En este
plano, el Servicio de Impuestos
Internos (SII) ha empezado a
adoptar medidas como esclare-
cer los criterios de los avalúos y
ajustar algunas “clavijas” relacio-
nadas con la eliminación del fac-
tor comercial en oficinas y locales
comerciales en Santiago Centro.
Esto, sumado a otras acciones, se-
gún el SII, podría rebajar el pago
de impuestos en algunos inmue-
bles con un avalúo excesivo.

Sin embargo, hay una medi-
da que no ha estado en discu-
sión y que podría ayudar a re-
bajar de manera más directa las
contribuciones: la depreciación
de los activos inmobiliarios,
que es la pérdida de valor que

sufren los inmuebles por el uso,
desgaste o el paso de los años.

La base normativa para la de-
preciación territorial está en el
DFL N°1 de 1998 (Ley sobre im-
puesto territorial) y en los ane-
xos N°2 y N°3 de la Resolución
Exenta SII N°143 de 2024. Sobre
esa base, el SII realiza ajustes en
los valores cada cuatro años en
el reavalúo, no considerando
períodos intermedios y aplican-
do una escala que es menos fa-
vorable para el contribuyente,
dicen los expertos.

Sebastián Franco, socio de
Franco y Corvalán, explica que
por la vía administrativa se po-
dría actualizar en forma más
justa la pérdida de valor. “Con
la ley actual —tanto en el im-
puesto territorial como en la ley
de la renta— es perfectamente
posible actualizar el cálculo de
la depreciación, pero en la prác-
tica el sistema está desfasado
por decisiones administrati-
vas”, advierte. Detalla que en
contribuciones, “la tabla de vida
útil aplicable arrastra criterios

técnicos que no se han revisado
a fondo en décadas, lo que pro-
duce distorsiones: bodegas que
aún se valorizan como si fueran
nuevas y oficinas cuya depre-
ciación no refleja su deterioro”.

El experto apunta que el rea-
valúo no agrícola que el SII pu-
blicará en 2026, y que servirá
de base para fijar las nuevas
contribuciones, “representa
una oportunidad concreta y le-
gítima para modernizar estos
parámetros (de depreciación)”. 

Sebastián Hudson, gerente
general de Póliza Gestión, aler-
ta que en el anterior avalúo “las
construcciones subieron más
de valor que lo que alcanzaron
a depreciarse, por lo que en la
realidad no se depreciaron, sino
que se apreciaron”.

Reinaldo Gleisner, vicepresi-
dente de Colliers, cree que “se-
ría muy lógico que (el SII) con-
siderara factores de pérdida de
valor por destrucción o distur-
bios”. Pero alerta que “los ava-
lúos de los últimos períodos
siempre han tendido a subir”.

Pérdida de valor de
bienes: el factor que 
el SII podría actualizar
para bajar contribuciones
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DE CARA AL REAVALÚO HABITACIONAL DE 2026
El primero en anunciarlo

ayer fue el ministro de Ha-
cienda, Mario Marcel, que in-
dicó que el director del SII, Ja-
vier Etcheberry, había salda-
do el total de los últimos años
que no había tributado como
correspondía en contribucio-
nes por una propiedad suya
en Paine, la cual no estaba re-
gularizada. “El director pagó
los últimos tres años retroac-
tivo”, dijo Marcel, y agregó
que por medio de una norma
del propio SII, Etcheberry “ha
pagado todos los años para
atrás” que originalmente apa-
recían prescritos.

Luego, vía un comunicado,
el Servicio de Impuestos Inter-
nos (SII) aclaró que Etcheberry
“pagará”.

Inicialmente, cuando estalló
la denuncia en su contra por
una deuda de nueve años, Et-
cheberry había explicado que la
actualización del avalúo de su
inmueble se realizó con una vi-
gencia desde el segundo semes-
tre del año 2022, es decir, con la
retroactividad máxima de tres
años que permite la norma y no
respecto de todos los años. “Pa-
garlo hacia atrás, a mi juicio, es
reconocer culpabilidad”, dijo el
directivo a TVN.

Ante el revuelo que se gene-
ró por su caso, la estrategia
cambió. “(Etcheberry) pagará
toda la diferencia de contribu-
ciones que se determine por
las ampliaciones de su propie-
dad en la comuna de Paine, re-
nunciando al límite máximo
de 3 años de retroactividad
que determina la ley para es-
tos cobros en el caso de la in-
corporación de construccio-
nes que no estaban registra-
das en el catastro”, informó el
SII. La declaración institucio-
nal del servicio precisa que el

cómputo para el pago comen-
zará a partir del primer se-
mestre del 2015.

¿Cuánto pagará?

“El Mercurio” consultó al SII
sobre el monto total que de-
sembolsará Etcheberry por las
contribuciones de todos los
años previos. Señalaron que la
suma exacta está siendo calcu-
lada por la Subdirección de
Avaluaciones, la entidad técni-
ca del SII que revisa estos casos. 

Ante una solicitud de este me-
dio, el Colegio de Contadores hi-
zo una simulación que considera
la fórmula de pago de todos los
años del impuesto territorial que
Etcheberry informó. Concluyó
que el directivo podría de-
sembolsar hasta unas
4 , 5 v e c e s m á s
(unos $18.113.650)
r e s p e c t o d e l
monto original
que no contem-
plaba la regulari-

zación del avalúo. Sin embargo,
el directivo tiene una opción de
descuento.

“Los tres años que debe pa-
gar el director del SII en contri-
buciones, en virtud de los pla-
zos de prescripción legales, de-
ben reajustarse; adicionalmen-
te se determinan intereses y
multas por no pago en los pla-
zos normales de un impuesto
establecido en la ley. Ahora, si
opta por pagar por internet
existe un 70% de descuento en
los intereses y multas que se
debe aplicar”, explicó el presi-
dente de la comisión tributaria
del Colegio de Contadores,
Juan Alberto Pizarro. Añade
que “el pago de los seis perío-
dos adicionales se entienden
voluntarios, por lo que solo de-
bieran ser con reajustes e inte-
reses, sin multas”.

Así, se ahorraría casi $5 mi-
l l o n e s y d e s e m b o l s a r í a
$13.205.950.

Este medio consultó al SII su
visión sobre el cálculo realiza-
do por la entidad gremial, pero
no hubo respuesta.

Sobre el caso de Etcheberry,
Andrés Vio, de EY, aclara que

“si un contribuyente paga un
impuesto que el fisco

no habría podido co-
b r a r p o r h a b e r
transcurrido el
plazo de pres-
cripción, (este)
no puede recla-
mar posterior-
mente y solicitar
la devolución de
lo pagado”.

Etcheberry pagará el total de
deuda por contribuciones,

con una opción de descuento 
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CONTADORES SIMULAN POTENCIAL REBAJA DE CASI $5 MILLONES:

Ayer el ministro de Hacienda y luego el Servicio anunciaron que el

directivo desembolsó el total del tributo por su propiedad en Paine.

Javier
Etcheberry,
director del SII.
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DESDE EL SII INFORMARON

QUE ETCHEBERRY PAGARÁ

LAS CONTRIBUCIONES CO-

RRESPONDIENTES A TODOS

LOS AÑOS ANTERIORES, CO-

MENZANDO A PARTIR DEL

PRIMER SEMESTRE DEL 2015.
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Los diputados chilenos nos tienen acostum-

brados a una creatividad deslumbrante en
materia legislativa. Hay proyectos de ley cos-
tumbristas, otros que buscan visibilizar a las
manoseadas minorías y varios con pecados
originales de inconstitucionalidad. Los hay para
distintos días del año y para promover las más
diversas causas; con motivaciones nobles y
otros con agendas más espurias. Y también los
hay cándidos, espeluznantes e incluso con auto-
rías burdamente plagiadas.

Esta semana, los honorables estuvieron inspi-
rados. Y por partida doble.

El mismo día, la comisión de Trabajo de la
Cámara aprobó en general la propuesta que elimi-
na el tope de 11 años para las indemnizaciones por
años de servicios, mientras que la comisión de
Economía de la misma Cámara votó a favor de la
iniciativa que elimina la Unidad de Fomento (UF)
para el pago de créditos hipotecarios, arriendos,
isapres y establecimientos educacionales.

Desde la teoría económica, ambos proyectos
merecen poco análisis: son simplones, volunta-
ristas y repelentes a la evidencia. Desde la
mirada política, revelan la desafección que
siguen teniendo amplios sectores de la izquierda
(incluyendo al Socialismo Democrático, que

concurrió con varios votos) a las reglas con las
que, le guste a quien le guste, se mueve el mer-
cado. Y desde la perspectiva de la responsabili-
dad mínima que deben tener de las políticas
públicas, demuestran el nulo costo que paga
cualquier diputado que propone o promueve
proyectos completamente irresponsables.

“No exagero al decir que la eliminación de la
UF sería un terremoto para el crédito hipoteca-
rio”, fue la reacción inmediata del ministro de
Hacienda, Mario Marcel, en un irónico déjà vu
de las mismas advertencias que el mismo eco-
nomista, entonces liderando el Banco Central,
hizo a los mismos parlamentarios que pregona-
ban las virtudes macroeconómicas de los retiros
desde las cuentas de capitalización individual. 

La historia ya la conocemos, igual que sus
negativos efectos. Precisamente por eso,
nunca hay que subestimar el poder destructi-
vo de una mala idea.

La UF es la viga maestra sobre la que se
desarrolló el mercado inmobiliario en Chile
durante las últimas cinco décadas, permitien-
do generar créditos a 20, 25 o 30 años con
tasas fijas, a partir de su anclaje a expectati-
vas de inflación. Ahora, en un revival patético
de lo que fue el ofertón electoral de Francisco

Javier Errázuriz en la campaña presidencial de
1989, cinco diputados reviven una idea tan
peligrosa como regresiva.

Hasta ahora, ninguna voz con peso técnico
ha salido a validar la propuesta, sino todo lo
contrario.

Desde la vereda laboral, el proyecto que
elimina el tope de años de indemnización va a
contracorriente de lo que ha hecho la gran
mayoría de los países desarrollados en los
últimos años. Con un agravante: el proyecto
no tuvo ningún voto en contra (hubo seis
diputados que se abstuvieron o no votaron,
entre ellos DC, RN y la UDI).

Según un estudio de Pivotes, basado en datos
de los países de la OCDE desde 2008 a la fecha,
hay una tendencia generalizada a reducir los
costos de despido. De los 38 países que forman
este grupo, Chile es el octavo con los costos de
despido más altos. 

“Las contribuciones obligatorias más altas
aumentan el costo de crear empleos formales, lo
que empuja a muchos trabajadores con baja
calificación hacia la informalidad”, dice respecto
de Chile el informe Economic Policy Reforms
2023: Going for Growth de la misma OCDE.

“A modo comparativo, para 10 años de tra-

bajo, Chile cuenta con una indemnización de
43,4 semanas de sueldo, mientras que el pro-
medio OCDE es de 13,8 semanas de sueldo”,
revela un análisis de la consultora PwC Chile. 

En junio pasado, un grupo de 17 economis-
tas —muchos de ellos exautoridades del
Banco Central, del régimen militar y de los
gobiernos de Bachelet y Piñera— plantearon
una propuesta en sentido contrario: terminar
con la indemnización por años de servicio y
reemplazar el sistema por una cotización
adicional del seguro de cesantía. Esto incenti-
varía la formalidad y la movilidad laboral,
junto con crear un sistema de indemnización a
todo evento que financiaría, en promedio, un
pago de cinco meses.

La lista de argumentos contrarios a la propues-
ta parlamentaria podría extenderse por párrafos y
párrafos, sin siquiera mencionar que temporal-
mente cae en un momento en que el desempleo
roza el 9%, hay 917 mil personas desocupadas y
2,4 millones de empleados informales.

Pero todo eso da lo mismo: en año electoral,
los incentivos van por otros lados. El problema
es que, incluso en estos períodos, sería deseable
que la creatividad tuviera un límite. Y también
las propuestas desfondadas de evidencia.

Proyectos económicos: la creatividad tiene un límite

CRISTIÁN
RODRÍGUEZ

(CIP) y certificados de factibilidad sa-
nitaria.

Este paso está regulado por el artí-
culo 116 de la Ley General de Urba-
nismo y Construcciones, recuerda
Andreucci.

Plazo estimado para reunir documen-
tos: 1 a 2 semanas. 

Plazo máximo para que la DOM se pro-
nuncie: 30 días (extensible a 60 días si no
hay revisor independiente).

3Observaciones 
al procedimiento
Cuando la Dirección de

Obras Municipales detecta
errores o faltas en el expediente, emite
un acta de observaciones. Según la nor-
mativa vigente, estas observaciones
suspenden el plazo de tramitación
mientras no sean corregidas. Si quien
solicita no responde cuando correspon-
de, el expediente puede archivarse y re-
querirá un nuevo ingreso. Puede suce-

1Permiso previo
Según Patricio Meza, abogado so-

cio de Grupo Defensa, el exdirector
del SII intentó incorporar nuevas

construcciones años después de haber obte-
nido una autorización inicial. “Generó un re-
paro que nunca se subsanó, por lo que el trá-
mite ante la municipalidad quedó inconclu-
so y no pudo avanzar hacia la etapa final; es
decir, la actualización ante el propio Servicio
de Impuestos Internos”, describe.

Plazo estimado para revisar permisos anti-
guos: inmediato.

2 Presentación formal 
ante la municipalidad
Rodrigo Andreucci, socio del

estudio Andreucci y Torrejón, es-
pecializado en derecho inmobiliario, seña-
la que es un arquitecto quien debe ingresar
la solicitud ante la Dirección de Obras Mu-
nicipales (DOM). El expediente debe con-
tener planos firmados, inscripción de do-
minio, Certificado de Informes Previos

der lo contrario: la municipalidad no se
pronuncia en su ventana legal —30
días corridos es lo común—; ahí se acti-
va el silencio administrativo negativo,
que le permite al interesado considerar
rechazada su solicitud y acudir a la Se-
remi de Vivienda. Esa seremi puede or-
denar una resolución dentro de 40 días
hábiles, con una rebaja del 50% en los
derechos municipales correspondien-
tes, según la Ley N° 21.718.

Plazo legal para responder observacio-
nes: 60 días corridos.

Plazo DOM para resolver tras correc-
ción: entre 15 y 30 días hábiles.

Plazo para activar silencio administrati-
vo negativo: desde el día 31 sin respuesta.

4Validar la edificación
La aprobación municipal

le confiere legalidad al ini-
cio —o regularización— de

las obras. Si la solicitud es rechazada,
el propietario puede reingresarla

cuantas veces lo estime conveniente,
indica Andreucci. En paralelo, la Ley
General de Urbanismo y Construc-
ciones contempla la posibilidad de
presentar un reclamo administrati-
vo ante la Seremi de Vivienda, la
cual puede revisar el fondo de la de-
cisión de la DOM.

Plazo para apelar a la Seremi: 30 días.
Plazo para reingreso corregido: sin límite.

5Solicitud de la recepción
municipal
La recepción municipal es

la etapa que valida que lo
construido corresponde a lo autori-
zado. Para ello, la DOM envía un ins-
pector para verificar en terreno. Solo
con esta aprobación es posible actua-
lizar el avalúo fiscal. La Ordenanza
General de Urbanismo y Construc-
ciones prohíbe habitar una vivienda
sin este trámite. La mayoría de las
personas que han comprado una vi-

vienda nueva a una inmobiliaria han
escuchado hablar sobre esta fase.

Plazo estimado para obtener la recep-
ción: 2 a 4 semanas desde la solicitud.

Plazo legal máximo para respuesta de
la DOM: 30 días hábiles.

6 Actualización ante el SII
La actualización del ava-

lúo fiscal se gestiona me-
diante el Formulario 2118,

disponible para presentación presen-
cial o en línea. El Servicio de Impues-
tos Internos exige acompañar el certi-
ficado de recepción municipal, junto
con otros antecedentes técnicos que
respalden la obra. Sin esta documen-
tación, el trámite no puede ser valida-
do y la solicitud será rechazada o sus-
pendida hasta su regularización.

Plazo estimado para el ingreso: entre 1
y 3 días hábiles.

Plazo de resolución: hasta 9 semanas,
según el SII.

Pasos para regularizar una ampliación en un bien raíz:

Cómo evitar errores como el del jefe del SII con su propiedad
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